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Resumen 
En el presente artículo de reflexión desarrollaremos lo que es el acceso a la Administración 
de Justicia, que se ha definido como la posibilidad reconocida a todas las personas de acudir 
en condiciones de igualdad antes los distintos jueces y tribunales de justicia para garantizar 
la protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos. Es un servicio 
público esencial, por lo tanto su prestación se encuentra relacionada con el cumplimiento y 
desarrollo de los fines esenciales del Estado (Consagrados en el Artículo 2° de la 
Constitución) relación que determina la atención permanente y continuada, como forma de 
materialización de los principios y valores sobre los cuales actúa el Estado. 
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Abstract 
This article of reflection will develop what is the the Access to the Administration of Justice, 
has been defined as the recognized opportunity for all people to go equal before different 
judges and courts to ensure the protection or restoration of their legitimate rights and 
interests. It is an essential public service, consequently its provision is related to the 
implementation and development of the essential purposes of the State (Enshrined in Article 
2 of the Constitution) ratio determines the permanent and continuous care as a means to 
materialize the principles and values on which the State acts. 
 
Keywords: Administration of Justice; Judicial Independence; Justice Reform; State of Law. 
 
 
 
 
 
                                                             
1 Abogado, Auxiliar judicial Sala jurisdiccional disciplinaria del atlántico, ORCID: https://orcid.org/0000-
0002-7459-8266, Correo: luisemiro_maestre@hotmail.com 
2 Ingeniero Industrial, Asistente Editorial -Universidad del atlántico, ORCID: https://orcid.org/0000 
-0002-7372-5147, Correo: ingjcmiranda@gmail.com 
Acceso a la Administración De Justicia En Colombia: Tareas Pendientes 
Advocatus | Volumen 16 No. 33: 191-203, 2019 | Universidad Libre Seccional | Barranquilla 
 
I. Introducción 
 
El derecho a la administración de justicia ha sido ampliamente definido por la jurisprudencia 
constitucional como la garantía que tienen todas las personas Colombianas de poder acudir 
en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propender por la 
integridad del orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos 
e intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y 
con plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las 
leyes. Lastimosamente este derecho no es igual para todas las personas, generando que se 
vulneren un sinnúmero de atributos afectando la convivencia democrática y el ejercicio 
simultáneo de los derechos por todos los asociados. El presente artículo pretende enunciar 
problemáticas que impiden el acceso efectivo a la administración de justicia y posibles 
soluciones para garantizar que este derecho sea igual en el plano factico pues el Estado tiene 
el deber de asegurar un acceso igualitario a la justicia de todas las personas. 
  
 
 
II. Acceso a la Justicia como Derecho Fundamental 
 
Para Arendt, el acceso a la justicia es el derecho de toda persona a tener derechos. Si alguien 
es titular de un derecho, pero carece de la posibilidad de reclamarlo ante una autoridad 
imparcial e independiente, en realidad carece del derecho que le ha sido teóricamente 
reconocido (La Rota Miguel et al, 2014). La Corte Constitucional, en Sentencia T – 476 de 
1996 con ponencia de Fabio Moron Díaz, destaca: 
 
El acceso a la administración de justicia, se constituye para el individuo en una 
necesidad inherente a su condición y naturaleza, sin él los sujetos y la sociedad misma 
no podrían desarrollarse y carecerían de un instrumento esencial para garantizar su 
convivencia armónica, como es la aplicación oportuna y eficaz del ordenamiento 
jurídico que rige a la sociedad, y se daría paso a la primacía del interés particular 
sobre el general, contrariando postulados básicos del modelo de organización 
jurídica-política por el cual optó el Constituyente de 1991. Así, el acceso a la 
administración de justicia se erige en nuestro ordenamiento superior como un derecho 
fundamental de los individuos, que como tal prevalece y goza de protección especial 
por parte del Estado. 
 
Este derecho tiene tres pilares que lo conforman: I) La posibilidad de acudir y plantear el 
problema ante la jurisdicción competente, II) que se puedan agotar los procedimientos 
requeridos para obtener una decisión y III) que esta se cumpla de manera efectiva. El vigor 
de una democracia y del Estado de derecho depende entonces, en buena medida, de que las 
personas gocen de mecanismos para acceder a la justicia cuando lo requieran. Capelleti y 
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Garth, consideraban que “el acceso efectivo a la justicia se puede considerar […] como el 
requisito más básico – el ‘derecho humano más fundamental’– en un sistema legal igualitario 
moderno, que pretenda garantizar y no solamente proclamar los derechos de todos” (La Rota 
et al, 2014, pág.14). 
 
Por lo tanto todo tipo de exclusión de este derecho se encuentra prohibido, y los mecanismos 
destinados a garantizar el acceso a la justicia deben incorporar medidas que promuevan la 
igualdad efectiva 
 
III. Crisis Institucional y Estructural de la Rama Judicial 
 
I.1. Independencia Judicial y su Grado Adecuado 
 
Uno de los fundamentos básicos del constitucionalismo moderno es la separación de 
poderes. En ese aspecto, a la rama Judicial se le garantiza, como principio constitucional; 
su independencia y la autonomía de sus jueces en el ejercicio de la administración de 
justicia. De ahí que se afirme que “la independencia judicial es la columna vertebral de 
la justicia para garantizar el mantenimiento de un orden justo, pero en especial el 
afianzamiento de los derechos humanos”(Rico, 2011, pág. 14).  
 
Pero algo que vale aclarar, es que la independencia judicial en una democracia no debe 
ser absoluta, Owen Fiss, en un Artículo que se titula “El grado adecuado de 
Independencia Judicial” nos desvirtúa esa creencia, y nos menciona que esta tiene tres 
dimensiones.  
 
La primera acepción de independencia judicial está vinculada con la “desvinculación del 
juez con las partes, lo que exige que el juez sea imparcial y no esté relacionado con 
ninguna de las partes. Acá el principio de independencia es absoluto y se garantiza a 
través de las causales de impedimento y recusación. La segunda acepción de 
independencia judicial “está ligada con la autonomía individual del juez con los demás 
jueces y al poder de un juez sobre otro”. (Lalinde, 2015). 
 
La autonomía personal interpretativa de los jueces puede ser legítimamente limitada 
estableciendo una cierta fuerza obligatoria de la jurisprudencia y de los precedentes, a fin 
de evitar que las decisiones de los jueces sean discrepantes y desordenadas, lo cual 
afectaría gravemente la seguridad jurídica y la igualdad de las personas ante la justicia. 
(Uprimny, 2014).  
 
La ultima acepción es la “Insularidad política”, que es esa independencia de la Rama 
Judicial frente a las demás Ramas del Poder Público. He aquí donde más limitaciones 
pueden darse a la Rama Judicial, para garantizar el cumplimiento de principios como la 
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transparencia y la rendición de cuentas; para evitar que la rama tenga un dialogo consigo 
misma y solo tome decisiones teniendo en cuenta su punto de vista. 
 
Una insularidad política absoluta puede degenerar entonces en un corporativismo judicial 
en el que la rama solo se preocupa por los intereses de esa corporación o clase que son 
los jueces y no por los intereses de la ciudadanía, que sería lo propio de una independencia 
judicial democrática, donde la independencia es una garantía ciudadana y no una garantía 
corporativa. (Lalinde, 2015, pág. 10). 
 
Lastimosamente la independencia de la Rama Judicial se vio perjudicada por la 
intromisión del Ejecutivo en sus funciones vinculadas a la administración de justicia y, 
en especial, por la aprobación en el Congreso de la República de la ley de justicia y paz; 
cuyo fin era desmovilizar a los distintos grupos armados ilegales, en especial a los 
paramilitares; pues ese sistema normativo lo que genero fue una subordinación de la 
Rama Judicial a la voluntad política de estos poderes. Tenemos como muestra de esta 
intervención:  
 
1. La participación de un alto número de congresistas con vínculos con el 
paramilitarismo en la Ley de Justicia y Paz; y,  
2. La intervención del ejecutivo en la Rama Judicial para impedir que se hiciera 
justicia, y que los vínculos de los paramilitares con el poder político 
institucionalizado fuera objeto del establecimiento de responsabilidad penal por 
parte de la administración de justicia en cabeza de sus jueces naturales (Rico, 
2011). 
 
En Colombia, históricamente, el ejecutivo se ha caracterizado por gozar de amplias 
competencias y pocos controles; hasta hace poco la Corte Constitucional comenzó a ser 
un contrapeso al poder del ejecutivo. Con el gobierno del presidente Álvaro Uribe, el 
debilitamiento de la rama Judicial se hizo más fuerte, pues desde su posesión se propuso 
modificar la estructura misma del estado y, por supuesto, la administración de justicia; 
inclusive intentó reformar la acción de tutela en cabeza de su ministro del Interior y de 
Justicia, Fernando Londoño, afectando considerablemente los avances constitucionales 
de 1991. 
 
El gobierno Uribe pretendió que la rama Judicial quedara sometida a la dirección del 
ejecutivo, en función de profundizar el conflicto y legitimar el paramilitarismo mediante 
un cuestionado proceso de justicia y paz, involucrar a todas las instituciones en la llamada 
guerra contra el terrorismo y contra las drogas, con una serie de reformas que hicieran 
del ejecutivo el órgano de control de las actuaciones judiciales, lo que dio pie a los abusos 
y arbitrariedades que realizó el departamento administrativo de seguridad (DAS), 
organismo adscrito a la Presidencia de la República (Rico, 2011, pág. 20). 
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Como ejemplo de todos estos atropellos; esta el complot orquestado para deslegitimar al 
magistrado auxiliar de la Corte Suprema de Justicia, Iván Velásquez, que adelantaba las 
investigaciones contra los congresistas que fueron apoyados por los Paramilitares; el 
escándalo de la “Yidis Política”; y las Chuzadas orquestadas por el DAS a miembros del 
Alto tribunal de la Justicia Ordinaria, periodistas, defensores de Derecho Humanos, 
miembros de los partidos políticos de oposición; y cada una de las acciones desplegadas 
por la justicia fueron puestos en tela de juicio por parte de la Presidencia, todas estas 
constituyeron intromisiones indebidas. La independencia judicial, entonces, significa la 
protección de los derechos de la sociedad, para evitar tensiones, intromisiones y 
enfrentamientos derivados de los otros dos poderes, de las partes intervinientes en un 
proceso, de los actores sociales u otros organismos vinculados a la administración de 
justicia. 
 
I.2. Relevancia de la Reforma al “Equilibrio de poderes y reajuste institucional” 
en la Administración de Justicia 
 
La reelección presidencial genero un daño material en la Constitución, ocasionando 
desajustes institucionales que se pretendían saldar con una Macro- Reforma que ya fue 
adelantada en el congreso. Lastimosamente la reforma de equilibrio de poderes no solo 
persigue la eliminación de la reelección presidencial, sino que en ella se han incluido 
otros temas muy variados como una reforma política, la prohibición de la reelección de 
las cabezas de los órganos de control, una reforma a la justicia y una reforma a la manera 
de investigar y juzgar a altos funcionarios del Estado. 
 
Una reforma de estas magnitudes, que involucra un cambio trascendental en la estructura 
y el diseño institucional del Estado, tiene altos riesgos de fracasar si no tiene una 
orientación clara y si no está articulada. Una reforma que quiera tener un impacto 
duradero en el tiempo presupone identificar un problema y preguntarse cómo puede la 
Constitución solucionarlo. El riesgo de intentar solucionar simultáneamente muchos 
problemas que no tienen una causa común es que la reforma puede ser contradictoria y 
carecer de coherencia (Lalinde, 2015, pág. 3).  
 
Freedman, distingue dos tipos de reformas judiciales. Unas reformas de “abajo hacia 
arriba”, que atacan los problemas de acceso a la justicia y que, por ende, tienen una 
mirada desde la demanda de justicia, y unas reformas de “arriba hacia abajo”, que atacan 
los problemas de diseño institucional de la administración de justicia y que, por ende, se 
concentran ya no en la demanda sino en la oferta de justicia. En esta última clasificación 
podemos enmarcar la reforma a la justicia que se incluyó en la reforma más general de 
equilibrio de poderes. En ella se modifica la estructura de administración de la rama 
judicial y el mecanismo de selección de magistrados de altas cortes que son asuntos que 
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se vinculan más con la oferta de justicia que con la demanda de justicia. Si bien una 
reforma a la justicia integral debería combinar reformas de “abajo hacia arriba” con 
reformas de “arriba hacia abajo”, esto no se opone a que se hagan reformas parciales y 
puntuales que solo tengan en cuenta una de estas dos perspectivas, como sucede con la 
reforma reciente.(Lalinde, 2015). 
 
Esto podría tener justificación por razones de estrategia política. Pues una reforma cuyo 
objetivo sea mejorar el acceso a la justicia de las personas de a pie no encuentre mayores 
contradictores y sea aprobada de manera relativamente fácil por el Congreso. En sentido 
contrario, una reforma que toca las cúpulas del poder, como el Consejo Superior de la 
Judicatura, la definición de quiénes eligen a los magistrados de las altas cortes y cómo lo 
hacen, se espera que tenga una mayor oposición, que pueda llegar a afectar negativamente 
las reformas de “abajo hacia arriba” que, en principio, no generan mayores posiciones 
encontradas. No se puede obviar que las reformas dirigidas a mejorar la institucionalidad 
de la administración de justicia a la postre impactan los intereses de las personas que más 
barreras tienen para un efectivo acceso a la justicia, debido a que si las cabezas del sistema 
de administración de justicia funcionan mal, toda la institución de justicia funciona mal. 
En otras palabras, solucionar los problemas de acceso a la justicia pasa por tener los 
diseños institucionales adecuados para ello. (Lalinde, 2015). 
 
 
 
 
I.3. Precariedad Institucional y sus repercusiones en la Administración de 
Justicia 
 
El Estado colombiano tiene una gran deficiencia en el control del territorio nacional. Es 
un país con fronteras abiertas, por las cuales entran y salen, casi a su antojo, los 
delincuentes y enemigos del Estado. Además de no ser capaz de controlar todas sus 
fronteras y monopolizar el uso legítimo de la violencia, con lo cual no ha podido evitar 
el conflicto armado e incluso la guerra civil; tampoco ha logrado aquello que Charles 
Tilly denomina “el dominio directo sobre los territorios y las poblaciones”, es decir, no 
ha conseguido eliminar a los intermediarios o al menos evitar sus desbordamientos y su 
autonomía en las localidades en donde ejercen poder (Espinosa Jose, García Mauricio, 
2013). 
 
Con la salida de los españoles del territorio, el Estado gendarme, intentó llegar a las 
regiones no directamente, sino a través de actores locales, sobre todo curas, caciques, 
políticos y gamonales. De a poco, ellos formaron una cadena de actores sociales, entre el 
Estado central y la población local, que garantizó la precaria gobernabilidad local que ha 
imperado durante buena parte de la historia republicana de este país. Las élites políticas 
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y económicas, sobre todo aquellas ubicadas en Bogotá y en las grandes capitales, tienen 
una gran responsabilidad en la implantación de este modelo de intermediación y en el 
consecuente abandono de la periferia colombiana. Esto es cierto no solo para la periferia 
ubicada cerca de las fronteras internacionales, sino también para aquellas fronteras 
internas cercanas a los grandes centros urbanos (Espinosa Jose, García Mauricio, 2013, 
pág. 42). 
 
Ante estas situaciones, acceder a la administración de justicia, con grupos dominantes 
(legales o ilegales) no permitiría una actuación efectiva de la administración de justicia, 
pues el juez aplica la ley en la medida en que las circunstancias de seguridad se lo 
permitan, y en la medida en que los actores externos lo acepten. La Constitución y las 
leyes son interpretadas y aplicadas de una manera no sólo formal y casi ritual, sino 
también de manera sesgada y limitada; lo cual significa que la ley no se aplica en todas 
partes, ni a todas las personas por igual. El juez sigue ejerciendo sus funciones ante el 
estado y la comunidad, sin afectar los intereses del poder militar y político dominante en 
la región; podría ser denominado un juez maniatado (Villegas, 2008). 
 
Una justicia eficaz garantizaría una gestión administrativa en el respectivo territorio bajo 
criterios de legalidad, evitando así la pérdida de recursos a través de la corrupción, 
sometiendo a los actores que lo desafían. En aquellos territorios en donde la justicia opera 
y los jueces (sobre todo los jueces penales), apoyados por la Fiscalía, son capaces de 
judicializar no solo a los actores de las organizaciones delincuenciales (guerrilla, 
paramilitares, bacrim, etc.) sino también a los llamados “hombres fuertes” (gamonales, 
terratenientes, palmeros, caciques políticos, etc.) que cometen delitos, existen buenas 
razones para pensar que hay una institucionalidad estatal operante (Espinosa Jose, García 
Mauricio, 2013).Ambos aspectos (administrativo y judicial) están estrechamente 
relacionadas con la eficacia, entendida como un rasgo propio del Estado social de 
derecho. 
 
 
 
 
     ¿Y una Reforma de “abajo hacia arriba” para cuándo? 
 
Como destaca Diego Freedman, estas reformas son aquellas que atacan los problemas de 
acceso a la justicia y que, por ende, tienen una mirada desde la demanda de justicia. Este 
derecho no es solo formal, en la medida en que no depende únicamente del “acceso” físico 
de la persona al sistema judicial. También tiene un componente material, de acuerdo con el 
cual la resolución adoptada por dicho sistema debe contar con ciertas características:  
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1. Que la decisión que se adopte para ponerle fin al conflicto sea mínimamente 
satisfactoria. Esta característica no se define por el hecho de que la decisión sea 
parcial o integralmente favorable al usuario, sino porque no sea arbitraria y haya 
sido tomada de manera imparcial por una persona con la potestad para dirimir el 
conflicto respectivo (La Rota et al, 2014). 
  
2. Además de mínimamente satisfactoria, la decisión debe ser oportuna para 
proteger el derecho, ya sea en el ámbito de la prevención o en el de la 
compensación o sanción. La solución de la controversia ha de presentarse en un 
tiempo razonable, teniendo en cuenta la complejidad del caso y los daños o 
perjuicios que pudieren causarse a las personas afectadas por ella.  
 
3. Por último, para que el derecho de acceso a la justicia se entienda como satisfecho, 
es necesario que la decisión adoptada sea cumplida. De nada sirve que se tome 
una determinación judicial, o se llegue a un acuerdo conciliatorio o a un acuerdo 
directo, si ello no logra solucionar efectivamente la necesidad jurídica (La Rota 
et al, 2014, pág. 34). 
 
Como ya se mencionó anteriormente, el acceso a la justicia es un derecho cuyos titulares son 
todas las personas sin discriminación alguna. Si este derecho se vulnera a un grupo de 
personas, imponiéndoles trabas desproporcionales para evitar acudir a la administración de 
justicia con el fin de obtener satisfacción de sus necesidades jurídicas, mucho más 
discriminatorio seria, si ello tiene relación con la pertenencia a grupos poblacionales 
distinguibles por su raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento u otra condición. Por lo tanto, se 
debe prestar especial atención al acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentran 
en situaciones de vulnerabilidad o han sido tradicionalmente discriminadas, dada la particular 
protección constitucional a que tienen derecho.  
 
Las personas con carencias socioeconómicas, según el estrato de su vivienda, su ingreso 
mensual y su educación, enfrentan desventajas importantes al intentar acceder y obtener un 
resultado satisfactorio del sistema de justicia. Un estudio realizado por el centro de Derecho, 
Justicia y Sociedad (Dejusticia), resalta que las personas con escasos recursos presentan 
necesidades jurídicas en mayor recurrencia a menor, en cuestiones familiares, vivienda, 
salud, laboral y comisión de delitos o victimización (La Rota et al, 2014).  
 
Y una de las barreras que impide que acudan al sistema judicial, es que no saben si la 
situación en la que están inmersas puede ser cesada acudiendo a una autoridad judicial; y 
optan por tratar de obtener un acuerdo directo o acudiendo a un mecanismo alternativo de 
solución de conflictos.  
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La mala percepción del sistema de justicia juega un papel primordial. Muchas personas no 
acuden a la justicia porque consideran que “no sirve para nada. En particular, la inutilidad 
que las personas advierten en el sistema de justicia responde, de un lado, a su ineficiencia o 
inefectividad para solucionar los problemas” (La Rota et al, 2014, pág.198). Otras razones 
por las que las personas se abstienen de reaccionar ante un conflicto son, la calificación de la 
necesidad jurídica misma como un conflicto que no vale la pena llevar a la justicia y, la 
asunción de una postura según la cual “es mejor arreglar por las buenas”. Las razones que les 
siguen en prevalencia son el temor a las represalias y que el trámite judicial ocupa mucho 
tiempo. 
 
Esto implica que el Estado debe ser particularmente cuidadoso en eliminar los obstáculos que 
afectan de manera especial o desproporcional a algún grupo poblacional (fundamentalmente 
si este sufre desventajas en comparación con los demás). Enfrentar este tipo de obstáculos es 
prioritario pues estos no solo restringen la satisfacción de las necesidades jurídicas de manera 
genérica, sino que lo hacen en mayor medida respecto de un grupo de personas. La omisión 
de confrontar estas trabas significa ignorar que el acceso a la justicia es desigual. Esto resalta 
la importancia de entender el derecho de acceso a la justicia como aquel que implica 
importantes obligaciones del Estado y frente al cual es necesario incorporar “enfoques 
diferenciales” a fin de comprender la situación en que se encuentran poblaciones como 
mujeres, personas con discapacidad, población económicamente vulnerable, comunidades 
étnicas o raciales, etc. Dicho enfoque diferencial, a su vez, es totalmente requerido desde la 
perspectiva del análisis de política pública. La concepción de la manera como se presta un 
servicio público debe considerar, de manera central, cuáles son las necesidades particulares 
que tienen los diferentes grupos poblacionales respecto del servicio respectivo. “La actuación 
estatal óptima es aquella que ajusta la prestación del servicio a las necesidades del máximo 
de personas, con sujeción a las restricciones humanas y materiales existentes”. (La Rota et al 
, 2014, pág. 37). 
 
 
 
IV. Conclusiones 
 
Los principales asuntos en donde deberían centrarse los esfuerzos de la política judicial 
serían: 
 
 Plantear una reforma a la justicia integral que acondicione de “abajo hacia arriba” con 
de “arriba hacia abajo”, que no vulnere la independencia judicial, acaece, no obstante 
que es una garantía para hacer efectivos los derechos humanos, a través de decisiones 
oportunas de los jueces, sin que en las mismas haya presiones indebidas de los 
poderes públicos o de otros actores, aplicando la ley al caso concreto, garantizando 
de esta manera el marco de derechos (Rico, 2011). 
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 La orientación prestada por funcionarios: El desconocimiento de mecanismos 
judiciales en las personas con carencias socioeconómicas puede no tener tanta 
importancia si se toma como punto de partida la posibilidad de acudir a algún espacio 
de resolución de conflictos –ventanas de oferta-, y ser orientadas desde ahí. En tanto 
es más fácil que las personas conozcan de diferentes ventanas de oferta, y así, que 
acudan a ellas sin importar de qué tipo de conflicto se trate, los problemas de 
desconocimiento pueden superarse si en dichos espacios encuentran una guía de las 
diferentes alternativas de servicios (Uprimny, Lalinde, La Rota, 2012). 
 
 La asistencia legal ofrecida por profesionales del derecho: en relación con la 
asistencia legal a las personas con carencias socioeconómicas, en muy pocos 
conflictos reciben la ayuda de un abogado. Teniendo en cuenta que uno de los 
problemas principales es la ausencia de conocimiento acerca de qué hacer, aumentar 
la asistencia de abogados parece ser primordial para incrementar dicho acceso bajo 
las condiciones y los mecanismos judiciales actuales. Ahora bien, un mayor nivel de 
acceso a la asistencia legal, sobre todo a este grupo de personas, inevitablemente debe 
incluir un fortalecimiento de la defensoría pública de la Defensoría del Pueblo, que 
por ahora funciona casi exclusivamente para la defensa penal de imputados y la 
representación de víctimas del conflicto armado. A la vez, es necesario pensar en 
involucrar en mayor medida –a partir de obligaciones legales, incentivos o mezclas 
de ambos tipos de intervención- a los abogados particulares en la prestación de 
servicios judiciales gratuitos. Por último, nos referimos a los colegios de abogados. 
Aunque este tema ya se ha pensado en Colombia en varias oportunidades, y es difícil 
concebir un esquema de asociaciones profesionales que sean viables y efectivas en el 
contexto profesional actual, los colegios de abogados pueden jugar un papel 
fundamental en la medición y regulación efectiva de las actividades de los 
profesionales del derecho, y servir como canalizador de una política que busque 
incrementar la asistencia legal gratuita ofrecida por éstos (Uprimny, Lalinde, La Rota, 
2012). 
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